El principio del plazo razonable como garantía a una reparación integral oportuna de las victimas del conflicto armado en Colombia by Lizcano Albarracin, Javier Enrique et al.
1 
 
EL PRINCIPIO DEL PLAZO RAZONABLE COMO GARANTIA A UNA 
REPARACIÓN INTEGRAL OPORTUNA DE  LAS VICTIMAS DEL CONFLICTO 




El presente artículo es resultado de la investigación realizada en torno a la problemática 
que enfrentan las víctimas del conflicto armado colombiano ante las dilaciones 
injustificadas y las excesivas demoras de los procesos judiciales y procedimientos 
administrativos de reparación integral, que ha generado la re- victimización de las 
victimas que se ven obligadas a la espera indefinida para la protección de este derecho 
fundamental que se constituye el medio idóneo para restablecer en parte sus derechos 
y promover su reincorporación a la vida social en condiciones dignas. Para tales 
efectos, se analiza, crítica y propone planteamientos referentes a la taxativa 
incorporación y obligatorio cumplimiento del derecho o principio del plazo razonable 
desarrollado mediante la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos (en adelante, Corte IDH o Tribunal), como una garantía que le permita a las 
víctimas del conflicto armado contar con tiempos razonables y perentorios acordes a 
sus condiciones de sujetos de especial protección constitucional y superación real y 
adecuada de su grave situación de vulnerabilidad. 
Palabras claves: Victimas, plazo razonable, Conflicto Armado, justicia transicional, 
Jurisdicción Especial de Paz. 
Abstract 
This article is the result of the research carried out on the problems faced by the victims of 
the Colombian armed conflict in the face of unjustified delays and excessive delays in judicial 
proceedings and administrative procedures for comprehensive reparation, which have led to 
the re-victimization of victims who are forced to wait indefinitely for this fundamental right, 
which is the ideal means of restoring part of their other rights and promoting their return to 
social life in dignified conditions. To this end, it analyzes, criticizes and proposes approaches 
to the strict incorporation and mandatory compliance with the right or principle of the 
reasonable period of time developed through the jurisprudence of the Inter-American Court 
of Human Rights (hereinafter, the IACHR Court or the Tribunal), as a guarantee that allows 
victims to have reasonable and urgent time according to their conditions as subjects of special 




Key words: Victims, reasonable time, Armed Conflict, transitional justice, Especial 
Jurisdiction of Peace. 
Introducción 
Son varias las barreras que las víctimas del conflicto armado colombiano deben superar para 
poder acceder a una reparación integral tanto por vía administrativa como por vía judicial, 
dentro de estas barreras se encuentra la falta de celeridad y de un plazo razonable en los 
procesos judiciales que conllevan a que las victimas (sea por responsabilidad del Estado o de 
terceros), deban acudir a la vía administrativa de reparación en donde la ley 1448 de 2011, 
conocida como la Ley de Victimas, establece un procedimiento más expedito, pero que, sin 
embargo, en la realidad el reconocimiento de la reparación, siguen siendo excesivamente 
demorado e indefinido, y que, en el caso de la medida de indemnización, los montos son 
mucho menor. 
    Y es que las dilaciones injustificadas y demora de los procesos judiciales para acceder a la 
reparación integral, se da tanto por la vía de lo contencioso administrativo cuando hay 
responsabilidad del Estado por acción u omisión, así como también, por la vía ordinaria 
específicamente, desde la Ley 975 del año 2005, conocida como la Ley de Justicia y Paz y 
mediante la cual por primera vez en Colombia “se incorporan estrategias jurídicas para la 
desmovilización de miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, 
acompañadas con medidas de reparación para las víctimas”. 
     En cuanto a lo referente a los procesos judiciales en contra del Estado, se debe precisar 
que un fallo definitivo a favor de las víctimas puede tardar de 6.2 años si se acude a la acción 
de grupo o 12,5 años si se acude a la acción de reparación directa. (Jaimes, Reyes, Santos, et. 
Al, 2016. P. 282) y en el caso de la Jurisdicción de Justicia y Paz,  la relegación del derecho 
a la reparación integral se refleja en el proceso del incidente de reparación que se encuentra 
supeditado a procesos judiciales en contra de los victimarios, escenario tal que es percibido 
hoy solo como una fase de revictimización de las víctimas debido a “…lentitud de los 
procesos, problemas técnicos y prácticos se han evidenciado durante estos años en el 
procedimiento para la reparación judicial…” (Guzmán, Sánchez & Uprimny, 2010. P, 120), 
de hecho, para el año 2010 “…los tribunales de Justicia y Paz habían emitido una sola 
condena penal, la cual fue posteriormente anulada por la Corte Suprema de Justicia…” 
(Guzmán, Sánchez & Uprimny, 2010. PP, 11 - 120). 
Por otro lado, por vía administrativa se reflejan los precarios avances, en el porcentaje de 
victimas que han logrado acceder a la reparación integral, pues según la Mesa Nacional de 
Víctimas de las más de ocho millones de víctimas que hay en el país, a la fecha tan solo han 
sido reparadas menos de un millón (Montes, 2018), de hecho, en el caso de las víctimas de 
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conflicto por hechos perpetrados por el  paramilitarismo, la Corte Constitucional ha 
cuestionado las excesivas demoras de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las 
Víctimas (en adelante UARIV), en el acceso a la indemnización oportuna (LA FM). 
Desde este contexto, los procesos judiciales y procedimientos administrativos referentes 
a la reparación integral, requieren de instrumentos jurídicos que le permitan a las víctimas 
del conflicto armado acceder a este derecho de manera oportuna y como reales sujetos de 
especial protección constitucional, en ese estado de cosas, se enfatiza en el estudio del 
principio fundamental del plazo razonable como un mandato de optimización que garantice 
que las victimas accedan a la reparación integral de manera oportuna, a partir de su taxativa 
vinculación en el ordenamiento jurídico interno de protección de los derechos de las víctimas 
a la verdad, justicia, reparación integral y no repetición y su obligatorio cumplimiento por 
parte de los operadores jurídicos y entidades administrativas.  
Problema jurídico 
¿El plazo razonable desarrollado por la Corte IDH como principio fundamental del debido 
proceso, se constituye en mandato jurídico de optimización para el cumplimento del 
reconocimiento a la reparación integral oportuna de las víctimas del conflicto armado 
colombiano?  
Metodología 
La investigación se desarrolló bajo el método cualitativo, enfatizado en el análisis 
documental a partir del paradigma hermenéutico, que permite realizar críticas y 
planteamientos de solución sobre el objeto de estudio, con argumentos legales, doctrinales y 
jurisprudenciales, para finalmente observar y proponer formulas propias de implementación 
normativa a partir del método inductivo. 
Esquema de resolución 
El problema jurídico planteado será abordado bajo el siguiente esquema de resolución: 
Capítulo 1. Concepto y elementos del principio del plazo razonable desde la jurisprudencia 
de la Corte IDH. 
Capítulo 2. La reparación integral reconocida como un derecho fundamental y su función 
como medio de restablecimiento de las condiciones de vida digna de las víctimas.  
Capítulo 3.  Análisis de las deficiencias del proceso judicial y procedimiento administrativo 
de reparación integral en cuanto a la falta de razonabilidad del plazo. 
Capítulo 4. La reparación integral a través del Acuerdo sobre Víctimas del Conflicto armado. 




Generalidades y elementos del principio del plazo razonable desde la jurisprudencia de 
la Corte IDH. 
1.1.  Generalidades 
No existe un concepto claro del derecho o principio del plazo razonable pues “la Convención 
Americana no define qué debe entenderse por plazo razonable” (Ferrer, 2015. P. 166) y la 
propia Corte IDH ha señalado que el plazo razonable “no es un concepto de sencilla 
definición” ” (Caso Genie Lacayo Vs. Nicaragua. Párr. 77), en este mismo sentido, la CIDH   
ha señalado que “la razonabilidad del plazo debe apreciarse atendiendo al caso en particular. 
Es decir, no existirían criterios generales de validez universal” (Resolución No. 17/89 1989). 
     Ahora bien, cabe precisar que este derecho forma parte integral de las garantías judiciales 
establecidas en el artículo 8.1 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos en la 
cual se consagra que: 
Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo 
razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con 
anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra 
ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, 
fiscal o de cualquier otro carácter. (Resaltados fuera del texto original) 
     En consonancia con lo anterior, la jurisprudencia interamericana ha desarrollado el 
principio al plazo razonable, mayormente desde las garantías que se deben respetar en los 
procesos penales, sin embargo, como se puede evidenciar en el artículo 8.1 de la CADH esta 
garantía no es absoluta a esta disciplina, pues de acuerdo con Zúñiga (2014)  “Este concepto 
es aplicable a todo orden normativo sea de carácter penal, civil o contencioso administrativo, 
etc.”(p.5).  
     Desde esta perspectiva, la Corte IDH ha señalado que se “debe asegurar la determinación 
de los derechos de la persona en un tiempo razonable”  (Caso Genie Lacayo Vs. Nicaragua. 
Párr. 77), toda vez que, una demora prolongada o “[l]a falta de razonabilidad en el plazo 
constituye, en principio, por sí misma, una violación de las garantías judiciales” (Caso Suárez 
Rosero Vs. Ecuador, Párr. 73), establecidas en los artículos 8 de la CADH 
     Ahora bien, desde el ámbito interno colombiano, el principio del plazo razonable forma 
parte de las garantías del derecho fundamental a un debido proceso establecido en el artículo 
29 de la Constitución política de 1991, a través de este principio se busca que los procesos 
se tramiten sin dilaciones injustificadas.  (Sentencia C-496/15, 2015) 
Por lo anterior, se debe tener en cuenta que el plazo razonable al formar parte del debido 
proceso, debe ser aplicado por todas las autoridades estatales que incidan a través de sus 
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decisiones en los derechos de las personas, en tal sentido y de acuerdo con Rivadeneira 
(2011) 
(...) cuando la Convención se refiere al derecho de toda persona a ser oída por un "juez o 
tribunal competente" para la "determinación de sus derechos", esta expresión se refiere a 
cualquier autoridad pública, sea administrativa, legislativa o judicial, que a través de sus 
resoluciones determine derechos y obligaciones de las personas. Por la razón mencionada, 
esta Corte considera que cualquier órgano del Estado que ejerza funciones de carácter 
materialmente jurisdiccional, tiene la obligación de adoptar resoluciones apegadas a las 
garantías del debido proceso legal en los términos del artículo 8 de la Convención 
Americana". (pp. 48 – 49). 
1.2. Elementos del plazo razonable 
La Corte IDH (2012)  ha señalado que para  determinar la razonabilidad del plazo en el 
cual se desarrolla un proceso, es necesario tener en cuenta cuatro elementos: a) la 
complejidad del asunto; b) la actividad procesal del interesado; c) la conducta de las 
autoridades judiciales (Caso Masacre de Santo Domingo Vs. Colombia. párr. 164), y d) la 
afectación generada por la duración del procedimiento en la situación jurídica de la persona 
involucrada en el mismo (Caso Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia, párr. 155). Estos 
elementos deben analizarse en cada caso en particular.  
1.2.1. La complejidad del asunto  
Para determinar este elemento la Corte IDH ha tenido en cuenta diversos criterios para 
determinar la complejidad de un proceso  como lo son: 1) la extensión de la investigaciones 
y la amplitud de las pruebas (Caso Genie Lacayo Vs. Honduras, 1997. Párr. 69), 2) la 
pluralidad de sujetos procesales (Caso Acosta Calderón Vs. Ecuador, 2005. Párr. 106) o la 
cantidad de las víctimas (Caso kawas Fernández Vs. Honduras, 2009. Párr. 113), 3) el tiempo 
transcurrido desde que sucedió la violación a los derechos de la víctima  (Caso Heliodoro 
Portugal vs. Panamá, 2008. Párr. 150), 4) las características del recurso consagradas en la 
legislación interna, (Caso Salvador Chiriboga vs. Ecuador, 2008. Párr. 83) y el contexto en 
el que ocurrió la violación  (Caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia, 2006. Párr. 
184). Ahora bien, de acuerdo con Rodríguez (2011) 
No basta con la simple manifestación del Estado de que el asunto en cuestión es complejo, 
ya que recae sobre el propio Estado demostrar que se ha actuado con debida diligencia y 
celeridad, solo así será posible que resulte aceptable que un Estado desvirtúe este primer 
elemento. (P. 117). 
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     Igualmente, “no debe confundirse, complejidad y detenimiento en el análisis del caso, con 
papeleo administrativo que demore innecesariamente la resolución del caso” (Ferrer, 2015. 
P. 167), y, en aquellos casos donde se trata de un solo hecho, que existe testigos,  las víctimas 
se encuentran plenamente identificadas  y existen indicios sobre la posible autoría, “La Corte 
advierte que el retardo en el desarrollo de la Investigación no puede justificarse en razón de 
la complejidad del asunto” (Caso Garibaldi vs. Brasil, 2009. Párr. 134). 
1.2.2.   La actividad procesal del interesado 
Sobre este elemento, es necesario precisar que si bien, los procesados o victimas están 
llamados a actuar en el impulso del proceso, a través de la presentación diligente de las 
acciones, recursos y pruebas,  la Corte IDH ha señalado que “ (…) el Estado, en ejercicio de 
su función judicial, ostenta un deber jurídico propio, por lo que la conducta de las autoridades 
judiciales no debe depender exclusivamente de la iniciativa procesal de la parte actora de los 
procesos” (Caso Salvador Chiriboga vs. Ecuador, 2008. Párr. 83), en otras palabras, las 
autoridades estatales no pueden justificar la falta de celeridad en los procesos o 
procedimientos en el actuar der los interesados, si las mismas autoridades en uso de sus 
facultades discrecionales pueden impulsar el proceso sin la intervención obligatoria del 
interesado. 
     Así mismo, la Corte ha dejado en claro que en los supuestos casos donde el interesado no 
ha actuado diligentemente conforme a los plazos establecidos en las normas internas, le 
corresponde al Estado argumentar en que forma la conducta contravino o excedió el límite 
legal establecido sobre plazos procesales, de lo contrario si el interesado actúa dentro delos 
plazos establecidos, las autoridades deben cumplir a cabalidad los términos establecidos para 
resolver el caso (Caso Furlan y Familiares Vs. Argentina, 2012. Párr. 172). 
     Por último, cabe señalar que no basta con que los recursos se encuentren establecidos por 
la normatividad interna y se tenga acceso formal a dichos recursos, sino que los mismos 
deben de ser efectivos y acordes a las postulados de los artículos 8 y 25 de la CADH, 
(Rodríguez, 2011. P. 118), de no ser así, el Estado no podría justificar la falta  del plazo 
razonable con fundamento en la falta de actividad del interesado. 
1.2.3. La conducta de las autoridades Estatales  
Respecto a este elemento, es necesario resaltar que, en virtud del derecho al debido 
proceso, las autoridades Estatales deben actuar con la mayor celeridad posible, evitando 
dilaciones injustificadas (Ardila, 2009), las cuales, por acción u omisión tienden a afectar el 
desarrollo de las actuaciones judiciales por las prolongaciones innecesarias (Caso Cantos Vs. 
Argentina). De igual forma, se permite evidenciar que, se vulnera el derecho del plazo 
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razonable cuando las autoridades Estatales no tienen en cuenta los efectos que el tiempo 
tendría sobre los derechos de los implicados (Caso Fornerón e hija Vs. Argentina). 
     En este sentido, la Corte IDH, ha observado los plazos o términos que se fijan para cada 
actuación procesal de las autoridades estatales dentro de la legislación del Estado (Caso 
Furlan y Familiares Vs. Argentina, 2012. Párr. 181), así mismo, la Corte IDH (2012) ha 
señalado que al Estado le corresponde demostrar que las demoras prolongadas no es 
atribuible a la conducta de sus autoridades (Caso Furlan y Familiares Vs. Argentina. Párr. 
190) 
     Ahora bien, “en el desarrollo de las funciones que se despliegan en el proceso, es necesario 
distinguir la actividad ejercida con reflexión y cautela justificables, y la desempeñada con 
excesiva parsimonia, exasperante lentitud y exceso de formalismo” (Rodríguez, 2011. P. 
119).  Igualmente, la Corte IDH, ha señalado que las autoridades Estatales deben utilizar 
todos los medios necesarios para que los recursos de la jurisdicción interna sean efectivos, 
conforme a los principios de concentración, celeridad, contradictorio y motivación de los 
fallos, derechos de defensa, y que no sea utilizado como un mecanismo dilatorio del proceso. 
(Caso de la Masacre de las Dos Erres Vs. Guatemala, 2009) 
     Por último, la Corte IDH (2009) señalo que “no es posible alegar obstáculos internos, tales 
como la falta de infraestructura o personal para conducir los procesos judiciales para eximirse 
de una obligación internacional” (Caso Garibaldi Vs. Brasil. Párr. 137), o “…una sobrecarga 
crónica de casos pendientes no es una justificación válida del retraso excesivo” (Caso 
Fornerón e hija Vs. Argentina, Párr. 74). 
1.2.4. La afectación generada por la duración del procedimiento en la situación 
jurídica de la persona involucrada 
Con referencia a este último elemento, es necesario resaltar que su importancia permea sobre 
todo en aquellos eventos en donde las personas que forman parte del proceso judicial o 
procedimiento administrativo, son sujetos con algún tipo de condición especial que los hace 
más vulnerables y que, con el retraso o excesivas demoras en la tramitación de los mismos, 
resultan afectados gravemente sus derechos humanos.  
     Respecto a la determinación de este elemento, la Corte IDH (2010) ha considerado “entre 
otros elementos, la materia objeto de controversia” (Caso Comunidad Indígena Xákmok 
Kásek Vs. Paraguay. Párr. 136), así mismo, la Corte IDH (2009), “ha establecido que, si el 
paso del tiempo incide de manera relevante en la situación jurídica del individuo, resultará 
necesario que el procedimiento avance con mayor diligencia a fin de que el caso se resuelva 
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en un tiempo breve” (Caso Garibaldi Vs. Brasil. Párr. 138), desde esta perspectiva y en 
palabras de Ibáñez (2014) 
No se respetan las exigencias del plazo razonable cuanto no se tienen en cuenta los 
derechos e intereses en juego en el proceso, o las afectaciones significativas, irreversibles 
e irremediables que el retraso en la decisión judicial puede generar en la situación jurídica 
y los derechos de las personas involucradas (P. 229).  
Aunado a lo anterior, y de acuerdo con García (2008)  
(…) los otros elementos de apreciación de la razonabilidad --complejidad del asunto y 
conducta de autoridades y particulares—deben ponderarse igualmente a la luz del 
perjuicio que se está causando a la víctima. El tiempo no corre igual para todos, ni los 
elementos considerados tradicionalmente para fijar la razonabilidad del plazo afectan a 
todos igualmente. (voto concurrente del Juez Sergio García Ramírez, Caso Valle Jaramillo 
y Otros Vs. Colombia, 2008. Párr. 12)  
     Como se puede notar, resulta necesario que las autoridades estatales tengan en cuenta la 
afectación que se le puede causar a la víctima por demora en la resolución de los procesos y, 
de ser el caso agilicen la tramitación de los mismos con el objeto de evitar perjuicios de 
carácter irremediable, en este mismo sentido, García (2009) señala que: 
Si la incidencia crece, hasta ser intensa, resultará necesario, en bien de la justicia y la 
seguridad seriamente comprometidas, que el procedimiento corra con más diligencia a fin 
de que en breve tiempo --“plazo razonable” -- se resuelva la situación del sujeto, que ha 
comenzado a gravitar severamente sobre la vida de éste. (voto concurrente del Juez Sergio 
García Ramírez, Caso Kawas Fernández Vs. Honduras. Párr. 22) 
    además, la Corte IDH (2012) en el Caso Furlan y Familiares vs. Argentina, que 
involucraba a un niño con discapacidad, señalo que: 
En casos de personas vulnerables, es imperante tomar las medidas pertinentes, como por 
ejemplo la priorización en la atención y resolución del procedimiento por parte de las 
autoridades a su cargo, con el fin de evitar retrasos en la tramitación de los procesos, de 
manera que se garantice la pronta resolución y ejecución de los mismos” (Párr. 196). 
     En suma, se puede deducir que, con este cuarto elemento del plazo razonable, se busca 
brindar una protección reforzada a aquellas personas que por su condición especial de 
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vulnerabilidad podrían resultar afectadas en sus derechos por las demoras indefinidas en la 
resolución de los casos. 
1.3. Conclusión sobre el derecho del plazo razonable 
Como se pudo evidenciar en las líneas anteriores, el principio del plazo razonable es una 
garantía fundamental establecida dentro de la CADH como parte de las garantías judiciales 
que los Estados del Sistema Interamericano de Derechos Humanos deben cumplir y, 
mediante la cual las víctimas o involucrados dentro de un proceso judicial y procedimiento 
administrativo, pueden obtener una solución oportuna de los mismos, evitándose demoras 
indefinidas por dilaciones injustificadas que en ocasiones traen consigo efectos negativos de 
carácter irreversibles que afectan directamente los derechos fundamentales de quienes buscan 
una resolución justa pronta y eficaz. 
     Desde luego, este derecho es imprescindible al hablar de la protección del derecho 
fundamental al debido proceso, sin embargo, en sistemas jurídicos como el colombiano, su 
cumplimiento se ve rezagado en gran manera por las autoridades estatales, que parecen 
desconocer que el derecho  del plazo razonable es de obligatorio cumplimiento por todas las 
autoridades del Estado. 
CAPÍTULO 2 
La reparación integral reconocida como un derecho fundamental y su función como 
medio de restablecimiento de las condiciones de vida digna de las víctimas 
2.1. generalidades, concepto y medidas de la reparación integral desde el ámbito 
Nacional e Internacional. 
     La reparación integral es definida por la UARIV (S, f) como (…) un deber del Estado y 
es un derecho de las víctimas afectadas por las infracciones al Derecho Internacional 
Humanitario y/o las violaciones graves y manifiestas a los Derechos Humanos, ocurridas con 
ocasión del conflicto armado interno, que han sufrido daños severos en sus vidas, su 
integridad, su patrimonio, sus proyectos de vida personales, familiares y laborales. Propende 
por reconocer el daño causado, contribuir a la transformación del proyecto de vida, 
dependiendo del sufrimiento particular, de la visión del entorno y garantizando el goce 
efectivo de derechos (p. 10) 
     Este derecho de las víctimas a la reparación integral tiene un espectro amplio normativo 
y jurisprudencial tanto a nivel nacional como también internacional, mediante el cual se 
restablecer sus derechos y superar el sufrimiento vivido con ocasión del daño causado, a 
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través de diferentes componentes. En este sentido, desde el ámbito internacional, la CADH 
consagra en su artículo 63 que: 
Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en esta 
Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o 
libertad conculcados. Dispondrá, así mismo, si ello fuera procedente, que se reparen las 
consecuencias de la medida o situación que ha configurado la vulneración de esos 
derechos y el pago de una justa indemnización a la parte lesionada. 
    Po su parte, la Corte IDH, en su reiterada jurisprudencia ha ordenado a los Estados partes 
del SIDH, reparar a través de las diferentes medidas de restitución, indemnización, 
rehabilitación, medidas de satisfacción y no repetición, dejando en claro que: 
La reparación del daño ocasionado por la infracción de una obligación internacional 
requiere, siempre que sea posible, la plena restitución (restitutio in integrum), la cual 
consiste en el restablecimiento de la situación anterior. De no ser esto posible, como en el 
presente caso, cabe al tribunal internacional determinar una serie de medidas para, además 
de garantizar los derechos conculcados, reparar las consecuencias que las infracciones 
produjeron, así como establecer el pago de una indemnización como compensación por 
los daños ocasionados. (Caso Trujillo Oroza Vs. Bolivia, 2002. Párr. 61). 
      Teniendo en cuenta lo anterior, se hace necesario traer a colación que las normas 
internacionales y jurisprudencia de la Corte IDH forma parte del bloque de constitucionalidad 
establecido en el artículo 93 de la Constitución Política de Colombia (Fajardo, 2007), en tal 
sentido:  
El Bloque de Constitucionalidad es uno de los más importantes aportes de la Constitución 
de 1991 al sistema jurídico colombiano. Su función fundamental es la de servir como 
instrumento de recepción del derecho internacional, garantizando la coherencia de la 
legislación interna con los compromisos ad extra del Estado y al mismo tiempo, servir de 
complemento para la garantía de los Derechos Humanos y el Derecho Internacional 
Humanitario en el país. (Fajardo, 2007. P. 15) 
     Desde esta perspectiva, la reparación integral, se cataloga como derecho constitucional 
por vía del bloque de constitucionalidad, (Rousset, 2011) aunque el mismo no se encuentre 
expresamente señalado en la Carta Magna. 
     Por otro lado, desde el ámbito interno, normas como La ley 1448 del año 2011, consagra 
en su artículo 69 que: 
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 Las víctimas de que trata esta ley, tienen derecho a obtener las medidas de reparación que 
propendan por la restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no 
repetición en sus dimensiones individual, colectiva, material, moral y simbólica. Cada una 
de estas medidas será implementada a favor de la víctima dependiendo de la vulneración 
en sus derechos y las características del hecho victimizante. 
     Así mismo, el Consejo de Estado colombiano (2014) señala que: 
Toda persona que ha sufrido directa o indirectamente violaciones a sus Derechos 
Humanos por causa del conflicto armado interno, queda en un estado de vulnerabilidad 
que debe ser reparado integralmente a tal punto de que sus derechos sean restablecidos en 
su totalidad –restitutio in integrum- o llevada al menos, a un punto cercano al que se 
encontraba antes de la ocurrencia del daño sufrido. (Consejo de Estado, Sentencia del 20 
de octubre de 2014, expediente. 40.060). 
Por su parte, la Corte Constitucional (2013) ha sido más profundo al referirse a la 
reparación integral como un derecho fundamental, desde esta concepción ha señalado que: 
…La reparación se cataloga como un derecho fundamental porque: 1) busca restablecer 
la dignidad de las víctimas a quienes se les han vulnerado sus derechos constitucionales; 
y 2) por tratarse de un derecho complejo que se interrelaciona con la verdad y la justicia, 
que se traduce en pretensiones concretas de restitución, indemnización, rehabilitación, 
medidas de satisfacción y no repetición. (Sentencia C-753/13). (Negrilla fuera del texto 
original) 
     Para efectos, de un más amplio abordaje sobre la reparación como derecho fundamental 
y de reincorporación de las víctimas a la sociedad en condiciones dignas, es relevante 
esgrimir de manera individual las medidas que componen este derecho. 
Restitución: esta medida comprende según su importancia en “el restablecimiento de la 
libertad, el disfrute de los derechos humanos, la identidad, la vida familiar y la ciudadanía, 
el regreso al lugar de residencia, la reintegración al empleo y la devolución de los bienes” 
(Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 
(OACNUDH), 2008. P. 7) 
Indemnización: componente mediante el cual idealmente la victima puede superar sus 
carencias económicas y que como lo señalan los Principios y directrices básicos sobre el 
derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos 
humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer recursos 
y obtener reparaciones: 
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 Ha de concederse, de forma apropiada y proporcional a la gravedad de la violación y a 
las circunstancias de cada caso, por todos los perjuicios económicamente evaluables que 
sean consecuencia de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos 
humanos o de violaciones graves del derecho internacional humanitario, tales como los 
siguientes: a ) El daño físico o mental; b) La pérdida de oportunidades, en particular las 
de empleo, educación y prestaciones sociales; c ) Los daños materiales y la pérdida de 
ingresos, incluido el lucro cesante; d ) Los perjuicios morales; e ) Los gastos de asistencia 
jurídica o de expertos, medicamentos y servicios médicos y servicios psicológicos y 
sociales. (ONU, Asamblea General, 2005. Principio 20)  
     Según la Corte Constitucional (2013) “…se considera afectado cuando no es reconocido, 
o cuando su valor no se corresponde absolutamente con el daño moral y material ocasionado 
a las víctimas, es decir cuando resulta desproporcionado y cuando su entrega no es 
oportuna” (Sentencia C-753/13), (Negrilla fuera del texto original). 
Rehabilitación:  Ha de incluir la atención médica y psicológica, así como servicios jurídicos 
y sociales. (ONU, Asamblea General, 2005. Principio 21) 
Satisfacción: Las medidas de satisfacción hacen parte de las dimensiones individual y 
colectiva de las Reparación, que buscan resarcir el dolor a través de la reconstrucción de la 
verdad, la difusión de la memoria histórica y la dignificación de las víctimas.  
Garantías de no repetición: Las Garantías de No Repetición son consideradas tanto una de 
las formas de reparación a las víctimas como uno de los principios generales de 
responsabilidad internacional de los Estados. Dichas garantías a diferencia de las medidas de 
restitución, indemnización, rehabilitación y satisfacción se encuentran dirigidas a la sociedad 
con el propósito que no se repitan la vulneración de los derechos de las víctimas, así como 
eliminar y superarlas causas estructurales de la violación masiva a los derechos humanos y/o 
al derecho internacional humanitario al interior de la sociedad.  
     Teniendo en cuenta el objeto de cada una de las medidas que componen el derecho a la 
reparación integral, resulta claro su categoría como derecho fundamental, dado su vital 
importancia para las víctimas en cuanto el restablecimiento de sus demás derechos 
fundamentales y los de su núcleo familiar, en condiciones de vida digna y de recuperación 
de su proyecto de vida. 
Aunado a lo anterior, resulta de gran importancia resaltar que la Corte Constitucional 
(2013) ha establecido que “la reparación integral a las víctimas debe diferenciarse de la 
asistencia y servicios sociales y de la ayuda humanitaria brindada por parte del Estado, de 
manera que no pueden confundirse en razón a que difieren en su naturaleza, carácter y 
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finalidad”. (Sentencia C-912/13, 2013). Desde esta perspectiva, la Corte Constitucional 
(2013) ha señalado que:  
La Constitución Política de Colombia le atribuyó al Estado la obligación de garantizar una 
protección especial a estos sujetos de especial protección constitucional, quienes 
requieren un instrumento ágil y eficaz para la protección de sus derechos fundamentales, 
incluyendo el otorgamiento de la indemnización y reparación vía administrativa, la cual 
es susceptible de ser solicitada por las víctimas a través del instrumento de la tutela 
(Sentencia SU. 254/13). 
Por todo lo anterior, la reparación integral catalogada como derecho fundamental busca 
que las víctimas del conflicto armado interno puedan volver a vivir en condiciones de 
dignidad, por lo que las demoras en su otorgamiento conllevan a la revictimización de quien 
ya se encuentra en un estado de vulnerabilidad. 
CAPÍTULO 3.   
Análisis de las deficiencias del proceso judicial y procedimiento administrativo de 
reparación integral en cuanto a la falta de razonabilidad del plazo. 
3.1. Deficiencias en el proceso de reparación y restauración por vía judicial en el ámbito 
de la Ley de Justicia y Paz   
A partir de la promulgación de la Ley 975 del 2005, por primera vez en Colombia “se 
incorporan estrategias jurídicas para la desmovilización de miembros de grupos armados 
organizados al margen de la ley, acompañadas con medidas de reparación para las víctimas”. 
Posteriormente, se reglamenta la Ley 975 de 2005 mediante el Decreto 3391 de 2006, sin 
embargo, este decreto fue derogado por el artículo 99 del Decreto 3011 de 2013.  
La ley 975 de 2005 establece como mecanismo para acceder a la reparación integral el 
incidente de reparación, establecido en el artículo 23 ibidem. El análisis del mencionado 
artículo, deja entrever en primer lugar, que no basta con acreditar la condición de víctima del 
conflicto armado de un grupo armado ilegal o de carácter contra estatal o paraestatal para 
acudir (sin más), a la solicitud de indemnización del perjuicio con cargo al fondo de 
reparación de las víctimas, pues resulta necesario que se encuentre establecido por lo menos 
un nexo entre la respectiva relación causal y, así mismo, que dicho grupo se hubiera 
desmovilizado y se encuentre sometido a la normativa de la ley 975 de 2005, (Página Web 
Fiscalía General de la Nación, 2012).  
En segundo lugar, si el postulado acepta su responsabilidad de un crimen ejecutado como 
parte de la estrategia del grupo armado ilegal, bajo ninguna circunstancia se podía dar inicio 
al incidente de reparación integral en forma previa a la audiencia de legalización de la 
aceptación de cargos, y si las víctimas reclaman la apertura del incidente éste debe ser 
rechazado in limine, sin necesidad de celebrar una audiencia para declarar su improcedencia 
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(Página Web Fiscalía General de la Nación, 2012), estos “factores han hecho prácticamente 
inoperante este trámite procesal que fue concebido como el escenario para que las víctimas 
hicieran valer sus derechos” (Roldan & Garzón, 2011, P. 463),  revictimizando a las víctimas, 
pues su derecho a la reparación integral por esta vía, se ve sometida a la ruta jurídica 

















 La ruta procedimental descrita en la gráfica anterior, puede tardar en promedio de 8 a 10 
años para que la víctima pueda iniciar el incidente de reparación integral 
(VERDADABIERT.COM, 2016) y obtener una sentencia favorable, esto se debe a la 
“…lentitud de los procesos, problemas técnicos y prácticos que se han evidenciado durante 
estos años en el procedimiento para la reparación judicial…” (Guzmán, Sánchez & Uprimny, 
2010, P.120), de hecho, según cifras de la Oficina del Alto Comisionado para la Paz, hasta 
noviembre de 2010: 
existía 314.383 víctimas inscritas dentro de los procesos de Justicia y Paz, de las cuales 
únicamente 33.935 (11%) han sido relacionadas en los hechos confesados, y sólo 18.706 
(6%) se encuentran como víctimas dentro de los tipos penales imputados, y 11.351 (4%) 
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figuran como víctimas dentro de los cargos formulados contra los postulados que ya han 
alcanzado esa etapa procesal.  
     Aunado a lo anterior, la Fiscalía General de la Nación advirtió de las demoras en la 
resolución de los procesos de Justicia y Paz, precisando que, desde el año 2011, se han 
condenado a 130 postulados por su responsabilidad en 4.305 hechos delictivos que dejaron 
21.843 víctimas. Sin embargo, todavía están pendientes 976 procesos por 35.202 hechos,  
ante estas cifras, la demora para evacuar todos los hechos victimizantes seria de casi 27 años  
(El Espectador, 2017) lo que deja ver “la falta de celeridad y eficiencia de esta instancia que 
ilustra las deficiencias del mecanismo judicial de la ley 975 de 2005 para reparar a las 
víctimas en Colombia” (EL TIEMPO, 2010).  Frente a esta situación, es importante hacer 
referencia a la realidad de las víctimas quienes son afectadas directamente por este proceso 
penal, toda vez que al no haber sentencias, obviamente no cuentan con la posibilidad de una 
reparación efectiva e integral. (Córdoba, 2011)  
 Ahora bien, cabe traer a colación que las victimas que forman parte del proceso de 
reparación Judicial por Ley de Justicia y Paz, no solo se ven sometidas a la demora de los 
procesos judiciales del incidente de reparación, sino que además, están supeditadas a un 
procedimiento ante la UARIV para poder acceder a la reparación ordenada mediante 
sentencia judicial, toda vez que esta entidad es la encargada de  “Administrar el Fondo para 
la Reparación de las Víctimas y pagar las indemnizaciones judiciales ordenadas en el marco 
de la Ley 975 de 2005”(Ley 1448 de 2011, articulo 168. 8), en esta instancia, cabe precisar 
que la Corte Constitucional  cuestionó las demoras que tiene la Unidad Administrativa para 
la Reparación Integral de la Víctimas (UARIV) en el pago de las reparaciones integrales y 
pidió celeridad en la reparación a víctimas del paramilitarismo (CM&. 2017). 
Importante resulta traer a colación que, el Estado busco dar solución a las deficiencias 
anteriormente descritas a través de la expedición de la ley 1592 de 2012 por medio de la cual 
se introducen modificaciones a la Ley 975 de 2005 y mediante la cual se  buscaba “agilizar 
el trámite ante los tribunales de Justicia y Paz, y así cumplir con las obligaciones estatales” 
(Gómez. 2012. P.57). Igualmente, con la cual a través de su artículo 23 se buscaba modificar 
el incidente de reparación de víctimas para convertirlo en un incidente de identificación de 
las afectaciones causadas a las víctimas y vincular a las víctimas acreditadas en los procesos 
de Justicia y Paz al programa de reparación integral por vía administrativa creado por la Ley 
1448 de 2011. 
Sin embargo, la Corte Constitucional (2014) mediante sentencia C-180 de 2014 declaro 
inexequible el artículo 23 de la mencionada Ley por considerar que “…implica desconocer 
el principio de juez natural consagrado en el artículo 29 de la Constitución Nacional” 
(Sentencia C-180/14), y así mismo “se  vulneran el derecho fundamental a un recurso judicial 
efectivo, de acceso a la administración de justicia –art.229 CP-, y al debido proceso, para 
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lograr una  reparación integral, e igualmente resultan violatorios de los artículos 2, 8 y 25 de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el art. 2.3 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos del bloque de constitucionalidad” (Sentencia C-286/14).  
Si bien es cierto, la Corte Constitucional declaró inexequible la modificación al incidente, 
por ser claramente contrario a principios y derechos constitucionales, cabe precisar que la 
Corte debió prever que “los tiempos que toma un proceso por la vía judicial en el contexto 
de reparaciones masivas, tiempos que podrían durar unas cuantas generaciones, seguramente, 
en varios casos, más del que muchas víctimas puedan esperar. Ya se había demostrado que 
una de las grandes falencias de la JLP era la excesiva demora de los jueces para proferir 
sentencias” (Chaparro, 2014). 
3.2.Deficiencias en el proceso de reparación y restauración por vía judicial en el ámbito 
de la jurisdicción de lo contencioso administrativo 
En el marco del conflicto armado interno colombiano, los hechos sufridos por las victimas 
pueden darse por terceros con aquiescencia de las autoridades estatales o por acción u 
omisión de las mismas, en estos tres casos, la responsabilidad directa recae en cabeza del 
Estado y, desde este contexto, las victimas pueden acudir a la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo en busca de la reparación integral por los daños sufridos a través del medio de 
control de reparación directa establecido en la Ley 1437 del 2011, articulo 140,  y con 
fundamento constitucional en el artículo 90, esta vía judicial le permite a la víctima obtener 
una reparación más amplia en cuanto la medida de indemnización frente a la que puede 
recibir por vía administrativa, “por cuanto la perspectiva judicial de la reparación reconoce, 
por ejemplo, el perjuicio moral en 100 SMLMV” (Jaimes, Reyes, Santos, et. Al, 2016. P. 
282), dependiendo de los hechos sufridos por las víctimas, mientras que por vía 
administrativas la indemnización oscila entre los 17 y 40 SMLMV dependiendo del hecho 
victimizante. (UARIV) 
  No obstante, se debe tener en cuenta que “el juicio de responsabilidad que realiza la 
jurisdicción contencioso administrativa desde la primera instancia -Tribunales 
Administrativo de Distrito Judicial- y hasta la resolución del recurso de apelación o dado el 
grado jurisdiccional de consulta - Consejo de Estado” (Jaimes, Reyes, Santos, et. Al, 2016. 
P. 282) puede tardar años, “…puesto que la jurisdicción contenciosa administrativa en 
Colombia padece de severos problemas de acceso, congestión y morosidad…” (Guzmán, 
Sánchez & Uprimny, 2010, P.118), tanto así que “Cuando la víctima acude al juez a través 
de la acción de reparación directa la providencia del Consejo de Estado llega transcurridos, 
en promedio 12,5 años” (Jaimes, Reyes, Santos, et. Al, 2016. P. 282), un ejemplo de ello, son 
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Los hechos de las sentencias descritas en la gráfica anterior, se dieron todos en el contexto 
del conflicto armado colombiano, el Consejo de Estado considero que existió la 
responsabilidad del Estado, tanto por omisión como por acción, ordenando la reparación 
integral de las víctimas de manera justa y “proporcional a la gravedad de las violaciones y 
al daño sufrido” (Sentencia C-180/ 14, 201), sin embargo, como se puede evidenciar en la 
gráfica, obtener un fallo definitivo por esta vía, puede llegar a tardar de 11 a 18 años es por 
ello, que aun existiendo la responsabilidad del Estado por los hechos ocurridos, y que el 
monto del pago por el reconocimiento de la indemnización como medida de reparación es 
mucho más altos por vía judicial ante el juez contencioso administrativo, las victimas 
descartan esta vía y deciden acudir a la administrativa. 
3.3.Deficiencias en el proceso de reparación y restauración por vía administrativa 
Ante las deficiencias de los procesos judiciales de reparación, sin duda alguna, era necesario 
que las victimas contaran con otra alternativa, por ello, el Estado colombiano decide crear 
una ruta de reparación por vía administrativa para lo cual se expide el Decreto 1290 de 2008, 
el cual se fundamentaba en el “principio de solidaridad del Estado con las víctimas” (Cano 
& Guzmán, 2011, P.  469), ante esta situación, la Corte Constitucional (2009) señalado que: 
dicha disposición es notoriamente contraria al derecho a la reparación, pues le da este 
calificativo a una conducta propia de la asistencia social que el Estado está en la obligación 
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de proveer a todas las personas en especial a los que se encuentran en situación de 
vulnerabilidad y, en el caso especial de las víctimas del desplazamiento forzado, a que 
cese su condición mediante la estabilización socio económica; en otras palabras, es un 
derecho que se tiene por ser persona. (Sentencia T-085/09). 
Posteriormente, el Decreto 1290 de 2008, fue derogado por el artículo  297 Decreto 
Nacional 4800 de 2011 y, siguiendo con la ruta de reparación por vía administrativa se 
promulgo la ley 1448 de 2011, conocida como Ley de Victimas,  mediante la cual se establece 
un conjunto de medidas judiciales, administrativas, sociales y económicas, individuales y 
colectivas, en beneficio de las víctimas de las violaciones contempladas en el artículo 3º de 
la presente ley, dentro de un marco de justicia transicional, que posibiliten hacer efectivo el 
goce de sus derechos a la verdad, la justicia y la reparación con garantía de no repetición” , 
a partir de esta Ley se creó la UARIV, Entidad cuyas funciones se encuentran establecidas 
en el artículo 168. 
 Según la Corte Constitucional este nuevo marco normativo se constituye como 
un “ambicioso esfuerzo normativo del Estado colombiano enmarcado desde su origen dentro 
de un contexto de justicia transicional” (Sentencia T-085/09). Sin embargo, en la práctica 
son muy pocos los avances que se han logrado a través de dicha Ley, según el cuarto informe 
de la Comisión de Seguimiento y Monitoreo de la Ley 1448 de 2011 para el año 2017, “De 
acuerdo con el RUV, el número de víctimas del conflicto armado asciende a más de 8 
millones de ciudadanos. De igual manera, se reconoce la pérdida del capital humano y social 
que esto representa a nivel regional y nacional” (P. 38), la cifra del total de las víctimas por 





Ante esta universalidad de víctimas, los avances en materia de reparación por vía 
administrativa han sido  pocos, según lo señala el mismo informe de la Comisión (2017) 
(…) entre 2009 y el 30 de diciembre de 2016, se otorgaron 668.603 indemnizaciones a 
630.279 víctimas del conflicto armado63. Sin embargo, debieron reintegrarse 53.038 
indemnizaciones de 49.863 beneficiarios y devolverse al banco cinco más, de las cuales, 
cuatro corresponden a beneficiarios que ya han obtenido otra indemnización; de manera 
que en realidad se han indemnizado 580.415 víctimas, a quienes se les han suministrado 
615.560 indemnizaciones. (p. 146).  
     Estas cifras muestran que el número de personas que accedieron a la indemnización como 
medio de reparación, es muy baja en comparación al número de víctimas, según lo señala la 
Comisión de seguimiento y monitoreo “de los 552 procesos de reparación colectiva, 
incluidos en los registros oficiales, ninguno han culminado y que, en materia de 
reparación individual todavía hace falta que se indemnice administrativamente a el 93% 
de las víctimas que están ya dentro de las cifras oficiales”. (El Espectador, 2017) 
    Como se puede evidencias en las cifras, los avances en materia de reparación integral es 
muy bajo, esto conlleva a que las victimas deban esperar demasiado tiempo para poder 
acceder a este derecho fundamental y en algunos casos como por ejemplo cuando existen 
criterios de priorización por ser víctimas con alguna discapacidad, enfermedad terminal o 
adulto mayor, deban acudir a otros mecanismos como la acción de tutela, para poder obtener 
una reparación de manera oportuna. Dentro de los principales fundamentos de la UARIV 
para justificar la falta de razonabilidad del tiempo en el reconocimiento de la reparación 
integral, se encuentra la falta de presupuesto, por lo que en base a la misma Ley de Victimas, 
específicamente en los principios de progresividad (Art. 17), gradualidad (Art. 18) y 
sostenibilidad (Art. 19), sostienen que no es posible la determinación con certeza del 
momento en el cual se reconocerá el derecho a la reparación integra, (Sentencia T-114/15, 
2015) lo que ha generado que las víctimas se vean sometidas a años de espera para recibir la 
reparación integral a la cual tienen derecho y que deberían recibir dentro de un plazo 
razonable. No obstante, la Corte Constitucional (2018) señalo que: 
Los principios de gradualidad y progresividad no pueden convertirse en una excusa para 
mantener indefinidamente, en la incertidumbre, la reclamación de los peticionarios de la 
reparación, o incumplir el deber de claridad acerca de las etapas y los plazos que debe 
agotar una persona desplazada para acceder a este rubro (Sentencia T-028/18). 
 Igualmente, en el caso del principio de sostenibilidad la Corte Constitucional (2013) señalo 
que este “es solo un criterio orientador de las ramas del poder para conseguir los fines del 
Estado” (Sentencia C-753/13) y así mismo que la sostenibilidad fiscal que desarrollan la 
política pública de reparación a las víctimas, impone a los poderes públicos la obligación de 
garantizar recursos suficientes para asegurar la viabilidad y efectivo cumplimiento del deber 
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de reparación (sentencia C-753/13, aclaración de votos María Victoria Calle Correa & Luis 
Ernesto Vargas Silva), desde esta perspectiva, cabe precisar que (i) “la reparación no puede 
quedar absolutamente sometida a la voluntad política de quienes definen las normas de 
presupuesto, pues es un derecho de las víctimas que debe ser satisfecho, especialmente, en 
procesos que persigan la paz y la reconciliación” (Sentencia C-180/14) y (ii) Debido a que 
este derecho constituye el medio para restablecer en parte otros derechos de las víctimas y 
promover su reincorporación a la vida social en condiciones dignas (Sentencia C-753/13), su 
entrega debe darse de manera oportuna. 
CAPÍTULO 4.  
La reparación integral a través del Acuerdo sobre Víctimas del Conflicto armado. 
Propuesta y conclusiones. 
     Con la firma del acuerdo final para la terminación del conflicto y la construcción de una 
paz estable y duradera, entre el Gobierno Nacional y las Fuerzas Armadas Revolucionarias 
de Colombia, (FARC- EP)  el Estado busca asumir el reto de reparar integralmente a las más 
de 8 millones de víctimas del conflicto armado, mediante el acuerdo No 5 y a través del cual 
se crea el “Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición”, incluyendo la 
Jurisdicción Especial para la Paz; y Compromiso sobre Derechos Humanos (Alto 
Comisionado para la Paz. 2016, P. 124), según se señala en dicho acuerdo, las víctimas son 
el centro del acuerdo y sobre “la reparación de las víctimas: Las mismas tienen derecho a ser 
resarcidas por los daños que sufrieron a causa del conflicto. Restablecer los derechos de las 
víctimas y transformar sus condiciones de vida en el marco del fin del conflicto es parte 
fundamental de la construcción de la paz estable y duradera” (Alto Comisionado para la Paz. 
2016, P. 124). Así mismo, el SIVJRGR estará compuesto por cinco mecanismos y medidas: 
(i) la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y la no Repetición, (ii) 
la Unidad especial para la búsqueda de personas dadas por desaparecidas en el contexto y en 
razón del conflicto armado, (iii) la Jurisdicción Especial para la Paz, (iv) las medidas de 
reparación integral para la construcción de la paz y (v) las Garantías de No Repetición.  
En cuanto al asunto que es de gran relevancia para el presente trabajo, el acuerdo establece 
el sub-punto 5.1.3.,  las medidas de reparación integral para la construcción de paz, sobre 
estas medidas se busca que todos quienes hayan causado daños con ocasión del conflicto 
deben contribuir a repararlos. Así mismo, el acuerdo establece que habrá (i) ajustes y 
reformas normativas y de política necesarios para: adecuar la Política a lo acordado en el 
sub-punto de reparaciones, (ii) garantizar mayores niveles de cobertura territorial en su 
implementación y (iii)  el fortalecimiento del Fondo de Reparación para las Víctimas de 
la Violencia, la ampliación de sus fuentes de financiación y de los mecanismos de 
captación de recursos, así como la promoción de los mecanismos de participación y de 
veeduría como dispositivo de control de las víctimas sobre el Fondo. 
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Este ambicioso reto que asumió el Estado para reparar integralmente a las víctimas del 
conflicto armado, las deja ver como el centro de los acuerdos, sin embargo, frente a las 
deficiencias que con la normatividad vigente se presentan en las reparaciones por vía judicial 
y administrativa, se hace fundamental que el Gobierno Nacional cumpla con las 
modificaciones normativas necesarias para que las victimas cuenten con instrumentos 
jurídicos efectivos que les permita acceder en un plazo razonable a la reparación integral. 
4.1. Propuesta y conclusiones 
Antes de plantear la propuesta y colusiones, resulta importante resaltar la condición en 
que quedan las víctimas del conflicto armado luego de sufrir las violaciones a sus derechos 
humanos, ello, requiere que el Estado adopte todas las medidas necesarias para que en un 
plazo razonable puedan superar las condiciones de vulnerabilidad. En este sentido, la Corte 
Constitucional (2016) en casos de desplazamiento forzado ha señalado lo siguiente: 
Así las cosas, para el caso particular de las comunidades que son víctimas del 
desplazamiento por la violencia armada en el país, es necesario explicar que la condición 
de indefensión y vulnerabilidad en la cual se encuentran permite hacer menos rigurosa 
la valoración del término razonable, pues se entiende que mientras la condición de 
desplazamiento siga vigente, el contexto de desprotección y amenaza se mantiene 
desplegando efectos negativos sobre sus vidas y por ende obstruyendo el avance hacia un 
estado de verdaderas condiciones de dignidad humana. (Sentencia T-130/16, 2016)  
     Igualmente, la Corte Constitucional ha dejado en claro que la “Ley de Víctimas y de 
Restitución de Tierras”, busca restablecer el proyecto de vida de cada víctima del conflicto 
armado interno, así como garantizar el goce efectivo de sus derechos de manera sostenible 
y transformadora”. (Sentencia T-054/17, 2017) 
     En tal sentido, la reparación integral siendo reconocida como un derecho fundamental, 
busca restablecer en condiciones de dignidad los derechos constitucionales de las víctimas y, 
desde esta perspectiva, cuando su reconocimiento es inoportuno, por las prolongaciones 
excesivas, se estaría generando una afectación en sus derechos, afectaciones que, en algunos 
casos resultan irreversibles e irremediables, dado que la víctima se encuentra con alguna 
condición especial 
     La jurisprudencia de la Corte Constitucional1 en materia de reparación integral, permite 
comprobar que las víctimas se ven en la necesidad de acudir a otros mecanismos como el 
derecho de petición o la acción de tutela para acceder a la reparación integral de manera 
                                                 
1 Al respecto ver las Sentencias: T-534/14,  T-068/15, T-293/15, T-130/16, T-083/17, T-054/17, T-028/18. 
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oportuna, dado que, la espera supera en muchos casos los 5 años, desde su inscripción en el 
Registro Único de Victimas, de hecho, existen victimas inscritas en el marco normativo de 
la Ley 418 de 1997 y Decreto 1290 de 2008, que aún no han sido reparadas. (Comisión de 
Seguimiento y Monitoreo a la implementación de la Ley 1448 de 2011, 2017). Estas 
excesivas demoras en el tiempo para el reconocimiento de la reparación, son justificadas por 
las autoridades estatales mediante las respuestas a los derechos de petición, contestación de 
tutelas o resoluciones que la reparación se hará de acuerdo a la partida presupuestal destinada 
por el Gobierno y acorde a los principios de progresividad, gradualidad y sostenibilidad. 
     Teniendo en cuenta el análisis hecho respecto al plazo razonable y sus elementos, la 
importancia del derecho a la reparación integral y las deficiencias que se presentan  en los 
procesos judiciales y procedimientos administrativos en cuanto el oportuno reconocimiento 
de este derecho, desde este contexto, se hace evidente que el Estado Colombiano no está 
cumpliendo con el principio del plazo razonable. En primer lugar, por la conducta de las 
autoridades judiciales y administrativas que dilatan los procesos y procedimientos para el 
reconocimiento de la reparación integral, so pretexto de obstáculos de tipo presupuestal y 
estructural o una de congestión, obstáculos que no son aceptados por la Corte IDH. En 
segundo lugar, por la afectación que se genera a las víctimas por la prolongación excesiva en 
la resolución del reconocimiento y entrega de su derecho a la reparación integral. 
4.1.1.  Términos de duración del proceso o procedimiento para la reparación dentro de 
un plazo razonable. 
Bajo la obligación del Estado de reparar integralmente a las víctimas y su compromiso de 
fortalecimiento y financiación del fondo de reparaciones  adquirido mediante el acuerdo No. 
5,  se hace necesario que, normativamente o la jurisprudencia constitucional, fijen tiempos 
perentorios con fundamento en el principio del plazo razonable acorde a la finalidad de la 
reparación integral como  derecho fundamental y de resarcimiento de resocialización de 
manera digna, atendiendo a las condiciones especiales de cada víctima su núcleo familiar y 
el hecho victimizante sufrido. En la Sentencia T-534/14 el Magistrado Palacio (2014) en su 
aclaración de voto, señala la necesidad de que “la propia Corte, a falta de reglamentación 
especial sobre la materia, fije directamente un plazo razonable para el pago de la reparación 
administrativa”. 
Ahora bien, teniendo en cuenta la universalidad de víctimas, para cumplir con los términos 
de duración del proceso o procedimiento para la reparación dentro de un plazo razonable, se 
plantea: 1) que por vía judicial, la reparación integral (sea por responsabilidad del Estado o 
terceros) se realice a través de la creación de una nueva sala dentro de la nueva Jurisdicción 
Especial para la Paz con competencias exclusivamente para dar trámite a los procesos de 
reparación integral a las víctimas del conflicto armado sin que para ello sea necesario la 
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judicialización previa del victimario, bastando solo con la declaración de la verdad del mismo 
que reconozca a la víctima, para que esta, de manera autónoma e independiente pueda iniciar 
el incidente de reparación integral. 2) que por vía administrativa, se realicen modificaciones 
a la Ley 1448 de 2011, estableciendo una base de datos donde la victima puede obtener 
información abierta sobre el estado de su proceso de reparación y mayor participación, así 
mismo, la creación de nuevas entidades administrativas que trabajen de manera articulada 
con la UARIV, con funciones específicas y un número determinado de procesos. 
 4.1.2. Conclusiones 
Las víctimas del conflicto armado, quedan en un estado de vulnerabilidad después de las 
violaciones de sus derechos humanos que les genera un gran sufrimiento y que difícilmente 
puede ser superado si el Estado no cumple con su obligación de repararlas integralmente. Lo 
anterior, teniendo en cuenta que la reparación integral de las victimas ha sido reconocida 
como un derecho fundamental que busca restablecer los demás derechos constitucionales de 
las víctimas en condiciones de dignidad y transformar su proyecto de vida, por tal motivo,  
su reconocimiento y entrega debe ser de manera oportuna, ágil, justa y eficaz. 
      El no reconocimiento y entrega oportuna de la reparación integral, genera una afectación 
en la situación de las víctimas, que en muchos casos es irreversible e irremediable, ello, 
constituye un incumplimiento del principio o derecho del plazo razonable, el cual ha sido 
desarrollado por la Corte IDH y forma parte integral de las garantías del debido proceso 
establecidas en el artículo 8 de la CADH y el artículo 29 de la Constitución política  
     En el Estado colombiano fueron creadas dos las rutas de reparación integral para que la 
víctima pueda acceder a este derecho fundamental, una es la vía judicial que comprende la 
jurisdicción ordinaria de Ley de Justicia y Paz y la Jurisdicción contenciosa administrativa 
cuando existe responsabilidad del Estado, la otra vía es la administrativa cuyo marco 
normativo se fundamenta principalmente en la Ley 1448 de 2011, conocida como la Ley de 
Víctimas. 
     Respecto la vía judicial, por Ley de Justicia y Paz, las dilaciones injustificadas (es decir, 
los retrasos en los procesos sin razón necesaria) en el reconocimiento a la reparación integral 
se deben  a que, como se explicó en el desarrollo del capítulo 3, el proceso de incidente de 
reparación integral, se encuentra supedita a la ruta jurídica procedimental del proceso penal 
en contra del victimario, la cual, debido a la congestión de los tribunales de justicia y paz por 
la cantidad de postulados, procesos, investigaciones y víctimas,  avanzan con lentitud y 
pueden llegar a tardar en promedio diez años para proferir sentencia, además de ello, 
posteriormente la victima se ve sometido al trámite procedimental ante la UARIV, para que 
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esta entidad pague la indemnización determinada en la sentencia, revictimizando de esta 
forma a la víctima. Frente a toda está ruta, consideramos que, es totalmente innecesaria, toda 
vez que, los procesos penales en este marco normativo, es considerado como un sistema de 
justicia transicional y no un proceso ordinario de justicia, desde esta perspectiva, debería de 
bastar la sola declaración de la verdad del victimario o la inclusión de la víctima al RUV, 
para que esta, sin más, pueda iniciar el incidente de reparación integral, propendiendo de esta 
manera la oportuna reparación de la víctima como sujeto de especial protección 
constitucional. 
   En cuanto las dilaciones  injustificadas en los procesos de reparación en lo contencioso 
administrativo, al igual que en Justicia y paz, las mismas se presentan debido a la congestión 
de esta jurisdicción, tanto así, que un proceso puede llegar a tardar en promedio 12,5 años; 
en este sentido, debemos entender que, al referirnos a dilaciones injustificadas, estamos 
haciendo énfasis a aquellos procedimientos o etapas innecesarias que conllevan a retrasos en 
los procesos para que la víctima pueda acceder a su reparación integral, por la vía que 
considere más adecuada, según corresponda sí estamos por hechos cometidos por un tercero 
o por la acción, omisión o aquiescencia del Estado, 
  Igualmente, el retraso y las dilaciones injustificadas por vía administrativa se sustenta con 
base en la universalidad de víctimas y en fundamentos de tipo presupuestal que le permiten 
a la UARIV, hacer uso de los principios de sostenibilidad, proporcionalidad y favorabilidad 
para justificar la falta de razonabilidad del plazo en el reconocimiento y entrega de la 
reparación integral, desconociéndose de esta forma que, no se puede justificar dichas 
demoras en obstáculos presupuestales, estructurales o de congestión y más aún, cuando las 
personas involucradas tienen alguna condición especial que requiere una resolución pronta y 
la ejecución de la misma. 
      Por último, bajo el nuevo compromiso adquirido por el Gobierno Nacional, se hace 
pertinente que se hagan los ajustes normativos necesarios y se fortalezca la UARIV como 
entidad encargada de la vía administrativa y, se cree una entidad judicial encargada de dar 
trámite exclusivamente a los procesos judiciales de reparación integral, aunado a ello, que se 
fijen tiempos perentorios con duraciones razonables para el reconocimiento de la reparación 
integral, desde luego, atendiendo a cada caso en particular según el grado de vulnerabilidad 
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